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Sobre:  

Daños y Perjuicios 
Contractuales y 
Extracontractuales 

Panel integrado por su presidente, el Juez Sánchez Ramos, el Juez 

Pagán Ocasio, el Juez Marrero Guerrero y la Jueza Boria 
Vizcarrondo 
 

Marrero Guerrero, juez ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de agosto de 2024. 

Comparecen la señora Mayte de la Cruz Orta (señora de la Cruz 

Orta), el señor Víctor Reyes Torres (señor Reyes Torres), la señora 

Ashley Acosta de la Cruz (señora Ashley Acosta) y la señora Astrid 

Acosta de la Cruz (señora Astrid Acosta)(en conjunto, la parte 
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peticionaria) en solicitud de que revoquemos una Resolución emitida 

el 3 de junio de 2024 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan (TPI).1 En el aludido dictamen, el TPI declaró 

Sin Lugar una Moción de desestimación parcial, en la que se solicitó 

desestimar la causa de acción entablada por el señor José G. Dávila 

Alvarado (señor Dávila Alvarado) y Pascal Newton Franco Santana 

(señor Franco Santana) h/n/c Cafetería Tropical (en conjunto, parte 

recurrida) en contra de la parte peticionaria, quienes son los oficiales 

corporativos de Tropical Souvenirs and Liquors, Inc. (Tropical) en su 

capacidad personal. 

Tras evaluar el expediente ante nuestra consideración, se 

adelanta la expedición del auto de certiorari y revocamos la 

determinación recurrida a los fines de que se desestime la Demanda 

en contra de la señora de la Cruz Orta, el señor Reyes Torres, la 

señora Ashley Acosta y la señora Astrid Acosta. 

Veamos el trasfondo fáctico y procesal atinente a este recurso. 

I. 

 El caso ante nuestra consideración tuvo su génesis el 12 de 

abril de 2024, cuando los señores Dávila Alvarado y Franco Santana 

presentaron una Demanda en contra de Tropical; la señora De la 

Cruz Orta;2 el señor Reyes Torres;3 la señora Ashley Acosta;4 la 

señora Astrid Acosta5 y otros demandados por daños y perjuicios 

contractuales y extracontractuales. En esencia, la parte recurrida 

sostuvo que era el dueño del establecimiento Cafetería Tropical, el 

cual se le arrendó a la parte peticionaria desde el 14 de febrero de 

2014. Adujo que, a raíz de conversaciones entre la señora Magaly 

Orta como representante de Tropical y la parte recurrida, se llegó a 

 
1 Apéndice de la Petición de Certiorari, Anejo 11, págs. 104-105. Archivada y 

notificada el 3 de junio de 2024. 
2 La señora De la Cruz Orta es la secretaria y agente residente de Tropical. 
3 El señor Reyes Torres es el tesorero de Tropical. 
4 La señora Ashley Acosta es la presidenta de Tropical. 
5 La señora Astrid Acosta es la vicepresidenta de Tropical. 
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un acuerdo en el que la parte peticionaria le arrendaría a la parte 

recurrida un área para establecer una cafetería. Además, indicó que 

se discutió que el aludido arrendamiento se renovaría anualmente, 

una vez la parte recurrida efectuara el pago del canon 

correspondiente al mes de febrero. Asimismo, alegó que se dialogó 

que la parte recurrida utilizaría los permisos, las patentes y los 

seguros de Tropical para operar la cafetería. La parte recurrida 

arguyó que mantuvieron dicho arrendamiento por el período de ocho 

(8) años. No obstante, esgrimió que el 23 de marzo de 2022, el señor 

Dávila Alvarado recibió una carta suscrita por un representante legal 

de Tropical, en la que expresó que la junta de directores de Tropical 

decidió que, para el 15 de abril de 2022, la parte recurrida debía 

desocupar el área de la cafetería y retirar sus pertenencias. En 

respuesta, el 13 de abril de 2022, la parte recurrida envió una carta 

en la que manifestó que no tenía la intención de desocupar el local 

donde ubicaba su negocio, más que la parte peticionaria tenía la 

opción de comprarle la llave de su negocio o comenzar un 

procedimiento judicial para solicitar el desahucio. Añadió que el 18 

de abril de 2022, las puertas que dan acceso al local estaban cerradas 

con llaves colocadas de manera ilegal por la parte peticionaria. A su 

vez, particularizó que se colocó un letrero en la puerta de entrada, 

indicando que estaban de vacaciones y que regresarían a operar el 15 

de mayo de 2022. Subrayó que el 27 de abril de 2022, presentó un 

interdicto posesorio en contra de Tropical y de la señora De la Cruz 

Orta y que el 27 de mayo de 2022, el Tribunal dictó una sentencia 

mediante la cual se ordenó restablecer a la parte recurrida de la 

posesión del local. Sin embargo, expuso que no fue hasta el 6 de 

agosto de 2022 que la parte peticionaria removió los candados. 

También sostuvo que en dicho mes Tropical informó que no iba a 

continuar la autorización de la utilización de los permisos, las 

patentes y los seguros suyos para operar la cafetería de la parte 
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recurrida. Por ello, la parte recurrida manifestó que, a pesar de 

haberse restablecido la posesión del local, nunca pudo operar la 

cafetería porque la parte peticionaria negó que utilizaran sus los 

permisos, las patentes y los seguros. Por otro lado, señaló que aun 

cuando el acuerdo de arrendamiento estaba vigente hasta el 15 de 

febrero de 2023, el 25 de junio de 2022, Tropical y la señora De la 

Cruz Orta presentaron una acción de desahucio en su contra, pero 

que la misma fue desistida. La parte recurrida alegó que las 

actuaciones de la parte peticionaria le causaron daños emocionales, 

angustias mentales y daños económicos, por lo que solicitó varias 

sumas de dinero por dichos conceptos. 

 El 16 de mayo de 2023, la parte peticionaria presentó una 

Moción de desestimación parcial a favor de los codemandados que son 

oficiales corporativos.6 En esta, solicitó la desestimación de la 

Demanda al amparo de la Regla 10.2 (5) de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 10.2 (5) por considerar que la acción presentada 

dejaba de exponer una reclamación que justificase la concesión de 

un remedio. Además, precisó que no existía una sentencia final en 

contra de Tropical por lo que, conforme a lo dispuesto en el Artículo 

12.04 (b) de la Ley Núm. 164-2009, según enmendada, conocida 

como la Ley General de Corporaciones, 14 LPRA sec. 3784, no se 

puede entablar pleito alguno en contra de un oficial por deuda u 

obligación de la corporación hasta que se dicte sentencia final en 

contra de la entidad jurídica. Por ello, la parte peticionaria alegó que 

la acción en su contra es, en el mejor de los casos, prematura. Por 

último, indicó que de las alegaciones de la Demanda no surgieron 

fundamentos para descorrer el velo corporativo de Tropical. 

 El 6 de junio de 2023, la parte recurrida presentó una 

Oposición a moción de desestimación parcial.7 Mediante esta, concretó 

 
6 Íd., Anejo 2, págs. 9-19. 
7 Íd., Anejo 4, págs. 22-27. 
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que en la Demanda se formularon alegaciones de hechos que 

responden a los oficiales corporativos de Tropical en su capacidad 

personal por ser actos con intención de causar daños, no como 

consecuencia del incumplimiento del acuerdo de arrendamiento de 

las partes. A saber, se sustentó en las siguientes alegaciones 

contenidas en la Demanda: 

26. El lunes 18 de abril de 2022, al llegar a su negocio los 
demandantes encontraron cerradas sus puertas que dan 
acceso al local con candados. Los candados fueron 

colocados por la parte demandada. 
 
27. Los demandados de manera ilegal colocaron los 
candados para que los demandantes no tuvieran acceso al 
local donde ubicaba su negocio. 
 
28. Los demandados a su vez colocaron un letrero en la puerta 
de entrada a la cafetería que indicaba que estaban de 
vacaciones y regresarían a operar el 15 de mayo de 2022. 
 
29. Dentro del local donde está la cafetería los demandantes 
tenían muchos equipos que son de su propiedad y una gran 
cantidad de mercancía de alimentos perecederos. 

 

 La parte recurrida alegó que dichas actuaciones intencionales 

se realizaron con el propósito de causarle daños, por lo que tanto 

Tropical como sus oficiales corporativos en su carácter personal 

debían responder. Asimismo, adujo que en virtud del Artículo 4.03 de 

la Ley General de Corporaciones, supra, sec. 3563, los directores 

podrían ser responsables por la negligencia crasa o mala fe en el 

desempeño de sus labores. Esto, ya que entendió que los oficiales 

corporativos de Tropical actuaron intencionalmente con mala fe y 

propósito de ocasionar daños al colocar candados en las puertas de 

acceso al local y letreros sin su autorización. Estimó que, si el TPI 

desestimaba la Demanda en esta etapa procesal, estaría prejuzgando 

los méritos de la reclamación. En cuanto a los planteamientos de la 

parte peticionaria de que no existía sentencia final en contra de 

Tropical y que no surgían fundamentos para descorrer el velo 

corporativo del Tropical, la parte recurrida entendió que no 

guardaban relación con las causales del pleito que nos concierne. 

Pues, no se solicitó la ejecución de una sentencia ni se alegó fraude. 
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 Tras varios trámites procesales, el 18 de julio de 2023, la parte 

peticionaria presentó una Réplica a “oposición a moción de 

desestimación parcial”.8 En esta, entre otras cosas, argumentó que el 

remedio que la parte recurrida buscara obtener mediante las 

alegaciones de la Demanda debía reclamarse únicamente en contra 

de Tropical. A la vez, planteó que las alegaciones en su contra 

descansan en la presunción de que los oficiales corporativos en su 

carácter personal responden solidariamente con Tropical por haber 

actuado contrario a la relación contractual. 

 Posteriormente, el 4 de octubre de 2023, se celebró una vista 

argumentativa en la que la parte recurrida informó que desistió sin 

perjuicio el caso en contra de las señoras Ashley Acosta y Astrid 

Acosta, Fulano y Mengano de Tal y la Sociedad Legal de Bienes 

Gananciales y la Aseguradora ABC.9   

 Sometido el asunto sobre la solicitud de desestimación al 

amparo de la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra, R. 10.2, el 3 

de junio de 2024, el TPI emitió una Resolución en la que declaró Sin 

Lugar la Moción de desestimación parcial a favor de los codemandados 

que son oficiales corporativos.10 

 No satisfecho, el 18 de junio de 2024, la parte peticionaria 

solicitó reconsideración,11 la cual fue declarada Sin Lugar mediante 

una Orden emitida el 25 de junio de 2024 por el TPI.12 

 Inconforme con la determinación del TPI, la parte peticionaria 

recurrió ante nos mediante el presente recurso, en el que señaló que 

el TPI incidió en cometer los siguientes errores: 

PRIMERO: ERRÓ EL HONORABLE FORO DE INSTANCIA AL 
DENEGAR LA MOCIÓN DE DESESTIMACIÓN EN CUANTO A 
LOS PETICIONARIOS OFICIALES CORPORATIVOS DE 
TROPICAL CUANDO LA DEMANDA NO CONTIENE UNA 
RECLAMACIÓN QUE JUSTIFIQUE LA CONCESIÓN DE UN 

 
8 Íd., Anejo 8, págs. 50-97. 
9 Íd., Anejo 9, págs. 98-100. 
10 Íd., Anejo 11, págs. 104-105. Archivada y notificada el 3 de junio de 2024. 
11 Íd., Anejo 12, págs. 106-120. 
12 Íd., Anejo 13, pág. 121. Archivada y notificada el 26 de junio de 2024. 
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REMEDIO CONTRA LOS PETICIONARIOS OFICIALES 
CORPORATIVOS DE TROPICAL. 
 
SEGUNDO: ERRÓ EL HONORABLE FORO DE INSTANCIA AL 
EMITIR UNA RESOLUCIÓN DENEGANDO LA MOCIÓN DE 
DESESTIMACIÓN EN CUANTO A LOS PETICIONARIOS 
OFICIALES CORPORATIVOS DE TROPICAL LA CUAL NO 
CONTIENE FUNDAMENTOS O DETERMINACIONES DE 
HECHOS. 
 

 En atención a ello, el 8 de julio de 2024, emitimos una 

Resolución en la que le concedimos a la parte recurrida diez (10) días 

para expresarse sobre los méritos del recurso. 

 El 18 de julio de 2024, la parte recurrida presentó una Moción 

urgente solicitando prórroga, en la que nos solicitó un término 

adicional de quince (15) días para cumplir con lo ordenado. 

 A la luz de lo peticionado, el 19 de julio de 2024, emitimos una 

Resolución en la que le concedimos a la parte recurrida una prórroga 

de diez (10) días. 

 Tras la parte recurrida no expresarse dentro del término 

concedido, el 31 de julio de 2024, la parte peticionaria nos solicitó 

considerar sometida la petición de certiorari, sin la parte recurrida 

expresarse sobre la misma. 

 Así las cosas, transcurrido en exceso el término reglamentario 

para presentar el alegato en oposición, procedemos a resolver sin la 

comparecencia de la parte recurrida. En adelante, expondremos la 

normativa jurídica concerniente a este recurso. 

II. 

A. Certiorari 

El certiorari es un recurso extraordinario cuya característica se 

asienta en la sana discreción encomendada al tribunal revisor para 

autorizar su expedición y adjudicar sus méritos. McNeil Healthcare v. 

Mun. Las Piedras I, 206 DPR 391 (2021); 800 Ponce de León v. AIG, 

205 DPR 163 (2020); IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307 

(2012). Este Tribunal tiene la obligación de ejercer prudentemente su 

juicio al intervenir con el discernimiento del TPI. Torres Martínez v. 
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Torres Ghigliotty, 175 DPR 83 (2008). En los procesos civiles, la 

expedición de un auto de certiorari se encuentra delimitada a las 

instancias y excepciones contenidas en la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra, R. 52.1. McNeil Healthcare v. Mun. Las 

Piedras I, supra; Scotiabank v. ZAF Corp. et al., 202 DPR 478 (2019). 

La mencionada Regla dispone que sólo se expedirá un recurso 

de certiorari cuando "se recurra de una resolución u orden bajo 

remedios provisionales de la Regla 56, injunctions de la Regla 57 o de 

la denegatoria de una moción de carácter dispositivo". 800 Ponce de 

León v. AIJ, supra. Por su parte, la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones establece los criterios que debemos 

considerar al momento de ejercer nuestra facultad discrecional:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 

 
B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada para 
el análisis del problema. 
 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia. 
 
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida a 
la luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, 
o de alegatos más elaborados. 
 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es 
la más propicia para su consideración. 
 
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 
causan un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 
indeseable en la solución final del litigio. 
 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  

 

 A tenor con estos criterios, como foro revisor, tenemos la 

obligación de obrar con discernimiento judicial en nuestra 

intervención para no interrumpir a destiempo el trámite ante el 

tribunal de instancia. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, pág. 

98. De esta forma, de no estar presente algunos de estos criterios, 

corresponde abstenernos de expedir el auto de certiorari. 
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B. Desestimación 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra, R. 10.2, enumera 

los fundamentos por los que se permite la desestimación de la 

demanda como, entre otros, dejar de exponer una reclamación que 

justifique la concesión de un remedio. Al evaluar una solicitud de 

desestimación por dejar de exponer una reclamación que justifique 

la concesión de un remedio, el tribunal debe tomar como ciertos todos 

los hechos bien alegados en la demanda, aseverados de manera clara 

y concluyente, y que de su faz no den margen a dudas. Aut. Tierras 

v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 DPR 409, 428 (2008); Véase también 

Costas Elena y otros v. Magic Sport y otros, 2024 TSPR 13, 213 DPR 

__ (2024); Colón Gorbea v. Sánchez Hernández et al., 202 DPR 760, 

765 (2019); Pressure Vessels PR v. Empire Gas PR, 137 DPR 497, 505 

(1994). Es importante precisar que una demanda solo debe tener una 

relación sucinta y sencilla de los hechos demostrativos de que la parte 

demandante tiene derecho a un remedio. Véase Regla 6.1 de 

Procedimiento Civil, supra, R. 6.1. No obstante, en este ejercicio no 

se presumirán como ciertas las conclusiones legales ni los elementos 

de la causa de acción apoyados por aseveraciones conclusorias. R. 

Hernández Colón, Práctica jurídica de Puerto Rico: derecho procesal 

civil, 6ta ed., San Juan, Lexis Nexis, 2017, pág. 307. 

 Posteriormente, el tribunal debe determinar si, en virtud de los 

hechos bien alegados en la demanda, existe una reclamación 

plausible que justifique que la parte demandante tiene derecho a un 

remedio, a la luz de la experiencia y el sentido común. Íd. Así, la 

desestimación se centra en los méritos de la controversia, no en su 

aspecto procesal. Eagle Security v. Efrón Dorado et al., 211 DPR 70, 

83 (2023); Montañez v. Hosp. Metropolitano, 157 DPR 96, 104 (2002). 

Al efecto, las alegaciones se evalúan conjuntamente para auscultar si 

la demanda es suficiente para constituir una reclamación válida, a la 

luz de la situación más favorable para la parte demandante, 
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resolviendo toda duda a su favor. Costas Elena y otros v. Magic Sport 

y otros, supra. Es decir, quien solicita la desestimación debe 

demostrar de forma certera que la parte demandante no tiene derecho 

a remedio alguno bajo cualquier estado de derecho. Eagle Security v. 

Efrón Dorado et al., supra, pág. 84; Ortiz Matías et al., v. Mora 

Development, 187 DPR 649, 654 (2013). Esto, dado que privar a una 

persona litigante de su día en corte sólo procede en casos extremos. 

Íd. No obstante, de no cumplirse con el estándar de plausibilidad, el 

tribunal debe desestimar la demanda. Pues, no se puede permitir una 

demanda insuficiente ante el pretexto de probar las alegaciones 

conclusorias en el descubrimiento de prueba. Hernández Colón, op. 

cit. Empero, la demanda no debe desestimarse si es susceptible a 

enmendarse. Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., supra, pág. 

429. 

C. Corporaciones 

Por otra parte, la Ley General de Corporaciones, supra, rige los 

asuntos relativos a la “existencia y vida jurídica de las corporaciones 

privadas”. Eagle Security v. Efrón Dorado et al., supra, 85; Dorado del 

Mar v. Weber et als., 203 DPR 31, 45 (2019). Precisamente, las 

corporaciones se caracterizan por poseer una personalidad jurídica 

distinta y separada de sus accionistas, directores y oficiales. Eagle 

Security v. Efrón Dorado et al., supra, pág. 86 (citando a C. Díaz Olivo, 

Corporaciones: Tratado sobre Derecho Corporativo, 2da ed. rev., 

Editorial AlmaForte, Ed., 2018, pág. 120); Rivera Sanfeliz et al. v. Jta. 

Dir. First Bank, 193 DPR 38, 49 (2015); Miramar Marine et al. v. Citi 

Walk et al., 198 DPR 684, 691 (2017); Librotex, Inc. v. AAA, 138 DPR 

938, 947 (1995); Peguero y otros v. Hernández, 139 DPR 487, 502 

(1995). No obstante, por su propia naturaleza artificial e intangible, 

una corporación actúa a través de sus empleados o agentes. Rivera 

Sanfeliz et al. v. Jta. Dir. First Bank, supra, pág. 50. 
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 Es norma reiterada que los directores y oficiales de una 

corporación tienen una relación fiduciaria con la corporación y sus 

accionistas. Rivera Sanfeliz et al. v. Jta. Dir. First Bank, supra, pág. 

51. Esto, puesto que se ha depositado una fe y confianza en que las 

acciones de los directores y oficiales respondan a los mejores 

intereses de la corporación. Íd., pág. 52. El Artículo 2.03 de la Ley 

General de Corporaciones, supra, sec. 3523, fija dicha relación de 

fiducia. A saber:  

La autoridad y los poderes conferidos a toda corporación 
organizada al amparo de las leyes del Estado Libre Asociado 
de Puerto Rico o a los directores y oficiales de la misma, por 
ley o en el certificado de incorporación o instrumento de igual 
fuerza y vigor, o en los estatutos corporativos, se disfrutarán 
y deberán ejercerse por la corporación o por los directores u 
oficiales, según sea el caso, en beneficio de los accionistas de 
la corporación y para la gestión prudente de sus negocios y 
asuntos, así como para la promoción de sus objetivos y 
propósitos. Íd.  
 

 En dicha relación, los directores y oficiales tienen tres 

responsabilidades primordiales para con la corporación, siendo la 

obligación de actuar dentro del marco de su autoridad, el deber de 

diligencia y el deber de lealtad. Rivera Sanfeliz et al. v. Jta. Dir. First 

Bank, supra, pág. 52.  Es decir, los directores y oficiales deben obrar 

de forma capaz y responsable, velando por los intereses de la 

corporación, pero la inobservancia de estos deberes puede generarles 

responsabilidad personal a los directores y oficiales. Íd. Ahora bien, 

“esta responsabilidad se producirá exclusivamente de cara a la 

corporación y únicamente si ésta sufre daños como consecuencia de 

ese quebrantamiento”. Íd.  

Por otro lado, el Artículo 12.04 de la Ley General de 

Corporaciones, supra, sec. 3784, dispone algunas instancias en las 

que se pueden instar acciones contra los directores, oficiales o 

accionistas para exigir el cumplimiento de las obligaciones cuando 

existe una sentencia insatisfecha contra la corporación: 

[…] 
B. No se entablará pleito alguno contra ningún oficial, 

director o accionista por deuda u obligación de la 
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corporación de la cual es oficial, director o accionista, 
hasta que se dicte sentencia final en contra de la 

corporación, y que la ejecución de la misma permanezca 
insatisfecha ni después de tres (3) años a partir de la 

fecha de tal sentencia, y cualquier oficial, director o 
accionista podrá levantar cualquier defensa que la 
corporación hubiere podido levantar contra tal deuda u 

obligación. Este inciso (B) no aplicará a los pleitos que se 
entablen contra oficiales o directores de una corporación 
que estén en proceso de disolución por mala 

administración, en el ejercicio de sus funciones con 
arreglo al Capítulo IX de esta Ley. 

 

 Esbozada la normativa jurídica atinente a este recurso, 

procedemos a aplicarla a los hechos de este caso. 

III. 

 En el presente caso, la parte peticionaria, compuesta por los 

oficiales corporativos de Tropical, planteó que erró el TPI al denegar 

su solicitud de sentencia sumaria, aun cuando la Demanda no 

contiene una reclamación que justifique la concesión de un remedio. 

Arguyó que al presente no existía una sentencia en contra de Tropical 

y que de las alegaciones de la demanda no surgían fundamentos para 

descorrer el velo corporativo de Tropical. Además, sostuvieron que el 

TPI debía emitir una orden aprobando los desistimientos solicitados 

por la parte recurrida. 

Tras evaluar los planteamientos de la parte peticionaria, 

determinamos que le asiste la razón. Por ello, expedimos el auto de 

certiorari y atendemos en sus méritos su recurso. 

 Del expediente ante nuestra consideración se desprende que la 

parte recurrida demandó personalmente a los oficiales corporativos 

de Tropical, aquí comparecientes como parte peticionaria, puesto que 

presuntamente actuaron intencionalmente, con mala fe y negligencia 

crasa. Esto, al aducir que se le cerró la puerta de entrada al local 

alquilado donde establecieron una cafetería, se colocó un letrero y se 

desautorizó la utilización de los permisos, las patentes y los seguros 

de Tropical para operar la cafetería. En la Demanda que nos ocupa 

no existe una alegación que contenga ni un mínimo de hechos 
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demostrativos que pudieran conllevar los daños y perjuicios que la 

parte recurrida le reclamó personalmente a los oficiales corporativos 

por las acciones realizadas por Tropical.  

Es sabido que una corporación tiene una personalidad jurídica 

totalmente distinta y separada de la de sus accionistas, directores y 

oficiales.  Así las cosas, el pleito que nos ocupa es uno de naturaleza 

comercial que podría cualificarse como rutinario, por lo que, en base 

a las alegaciones de la demanda, no debe permitirse la acción 

personal en contra de los oficiales de la corporación sin que ello no 

represente un menoscabo a los beneficios y propósitos establecidos y 

perseguidos por nuestro ordenamiento corporativo.  Por otro lado, al 

amparo del Artículo 12.04 de la Ley General de Corporaciones, supra, 

sec. 3784, en este caso no existe una sentencia insatisfecha en contra 

de Tropical para que los directores, oficiales o accionistas de dicha 

corporación respondan por el cumplimiento de sus obligaciones. 

Así las cosas, luego de tomar como ciertos todos los hechos 

bien alegados en la Demanda, aseverados de manera clara, 

concluyente y que de su faz no den margen a dudas e 

interpretándolos de la manera más liberal para la parte recurrida, 

concluimos que no se presentó una reclamación plausible que 

justifique la concesión de un remedio a favor de la parte recurrida. Al 

no cumplir con el estándar de plausibilidad, la Demanda se debía 

desestimar. En nuestro ordenamiento jurídico, los tribunales no 

pueden permitir una demanda insuficiente ante el pretexto de que 

posteriormente se prueben las alegaciones conclusorias en el 

descubrimiento de prueba. Hernández Colón, op. cit. Por lo anterior, 

resolvemos que el TPI cometió los errores señalados por la parte 

peticionaria. Procede la desestimación de la Demanda contra los 

oficiales corporativos de Tropical que configuran la parte peticionaria. 
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IV. 

Por los fundamentos que anteceden, se expide el auto de 

certiorari y se revoca la Resolución recurrida a los fines de que se 

desestime la Demanda en contra de los integrantes de la parte 

peticionaria según identificados previamente en esta Sentencia. 

Lo acuerda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

                         
 

       

      Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


